
DECRETO 2150 DE 1995 

(Diciembre 05) 

Por el cual se suprimen y reforman regulaciones, procedimientos o 
trámites innecesarios existentes en la Administración Pública. 

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA, 

en ejercicio de las facultades extraordinarias que le confiere el 
artículo 83 de la Ley 190 de 1995, oída la opinión de la Comisión 

prevista en dicho artículo, y 

CONSIDERANDO: 

Que el artículo 83 de la Constitución Política señala que las actuaciones 
de los particulares y de las autoridades públicas deben ceñirse a los 
postulados de la buena fe, la cual se presume en todas las gestiones que 
aquéllos adelanten ante éstas; 

Que el artículo 84 de la Constitución Política señala que cuando un 
derecho o una actividad hayan sido reglamentados de manera general, 
las autoridades públicas no podrán establecer ni exigir permisos, 
licencias o requisitos adicionales; 

Que el artículo 209 de la Constitución Política señala que la función 
administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla 
con fundamento en los principios de igualdad, moralidad y eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la 
descentralización, delegación y desconcentración de funciones; 

Que el artículo 333 de la Constitución Política garantiza la libertad 
económica para cuyo ejercicio determina que nadie podrá exigir permisos 
previos ni requisitos, sin autorización de la Ley y consagra la libre 
competencia como un derecho de todos; 

Que el artículo 83 de la Ley 190 de 1995, "por la cual se dictan normas 
tendientes a preservar la moralidad en administración pública y se fijan 
disposiciones", con el fin de facilitar las relaciones entre el Estado y los 
ciudadanos y erradicar la corrupción administrativa, facultó al Gobierno 
por el término de seis meses para expedir normas con fuerza de la Ley 



para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos o trámites 
innecesarios, existentes en la administración pública, y 

Que es voluntad del Gobierno, en cumplimiento de los fines esenciales 
del Estado, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad 
de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, 
mediante la eliminación de toda regulación, trámite o requisito que 
dificulte el ejercicio de las libertades ciudadanas, 

Ver  Decreto Nacional 2398 de 1986 

DECRETA: 

TÍTULO I 

RÉGIMEN GENERAL 

CAPÍTULO I 

ACTUACIONES GENERALES 

Artículo 1º.- Supresión de Autenticaciones y Reconocimientos. A las 
entidades que integran la Administración Pública les está prohibido exigir 
documentos originales autenticados o reconocidos notarial o 
judicialmente. 

Artículo 2º.- Horarios extendidos de Atención al Público. En adición a 
sus jornadas habituales, las entidades de la Administración Pública 
deberán poner en funcionamiento horarios extendidos de atención al 
público, no coincidentes con la jornada laboral común, para que la 
ciudadanía pueda cumplir sus obligaciones y adelantar los trámites frente 
a las mismas. 

Artículo 3º.- Pago de obligaciones oficiales mediante abono en cuencas 
corrientes o de ahorro. El Estado dispondrá de los mecanismos 
necesarios para pagar obligaciones a su cargo mediante el abono en 
cuentas corrientes o de ahorro. 

Artículo  4º.- Cancelación de obligaciones a favor del Estado. Modificado 
por el art. 27, Decreto Nacional 019 de 2012. La cancelación de 
obligaciones dinerarias en favor de las entidades de la Administración 
Pública, podrá realizarse a través de cualquier medio de pago, 
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incluyendo las transferencias electrónicas de fondos, abono en cuenta y 
sistemas de crédito mediante la utilización de tarjetas. 

Para tal efecto, las entidades públicas deberán difundir las tablas y las 
tarifas que permitan a los particulares efectuar la liquidación y pago de 
tales obligaciones. En caso de que la entidad incumpla esta obligación, el 
particular podrá cancelarla en el mes siguiente a su vencimiento. 

Artículo 5º.- Reglamentado por el Decreto Nacional 2751 de 2002 Pago 
de obligaciones de entidades de previsión social. Las entidades de 
previsión social consignarán en cuentas corrientes o de ahorros o 
enviarán por correo certificado el importe de las prestaciones sociales a 
su cargo, a los pensionados o acreedores que así lo soliciten. 

Los pagos que se remitan mediante correo, se harán a través de 
cheques cuyo beneficiario será el titular de la prestación, con cláusula 
restrictiva de negociación y para abono en cuenta abierta a nombre 
exclusivamente de aquél. En tal caso no será procedente exigir prueba 
de la supervivencia. 

Del mismo modo, cuando el importe de la prestación se cancele a través 
de cuenta corriente o de ahorros, abierta a nombre del beneficiario de la 
prestación, las entidades de previsión social deberán convenir con las 
instituciones financieras, que las cuentas respectivas sólo podrán 
debitarse por su titular mediante presentación personal o autorización 
especial. No podrán admitirse autorizaciones de carácter general o que la 
administración de la cuenta se confíe a un apoderado o representante 

En todo caso, si el beneficiario opta por reclamar personalmente ante la 
administración el pago de su prestación, no se le podrá exigir prueba de 
supervivencia. En tal evento, ésta se requerirá cuando se obre mediante 
apoderado. 

Artículo 6º.- Débitos y traslados de cuentas. Tratándose de las 
obligaciones que los particulares tengan para con el Estado, aquéllos 
podrán solicitar a los establecimientos de crédito que debiten y trasladen 
de sus cuentas corrientes o de ahorros, los fondos necesarios para el 
cumplimiento de toda clase de obligaciones a favor de las entidades de la 
Administración Pública. 

Artículo 7º.- Cuentas Únicas. Con el objeto de poder hacer efectivo el 
pago de las obligaciones de los particulares para las entidades de la 
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Administración Pública, éstas abrirán cuentas únicas nacionales en los 
establecimientos financieros autorizados por la Superintendencia 
Bancaria. 

Los particulares podrán consignar el importe de sus obligaciones en 
cualquier sucursal del país. En tal caso, el pago se entenderá efectuado 
en la fecha en que se realice la consignación respectiva. 

El Gobierno Nacional reglamentará la materia. 

Artículo 8º.- Prohibición de la exigencia de la comparecencia 
personal. Prohíbese la exigencia de comparencia personal, para hacer 
pagos ante las entidades de la Administración Pública. 

Artículo 9º.- Salida de menores del país. Todo menor puede obtener 
pasaporte y salir del país en compañía de sus dos padres, sin acreditar 
ningún otro documento. 

En caso de que lo haga con el cónyuge supérstite, además del 
pasaporte, bastará acreditar el registro de defunción del padre faltante. 

Cuando el menor salga del país acompañado de uno solo de los padres, 
bastará con acreditar mediante documento reconocido la autorización del 
otro padre, si la patria potestad se ejerce conjuntamente. 

La autorización de salida del país podrá otorgarse con carácter general 
por escritura pública con la constancia sobre su vigencia. 

Parágrafo.- Para estos efectos previstos en este artículo el Ministerio de 
Relaciones Exteriores incluirá en los pasaportes de los menores, los 
nombres y los documentos de identidad de los padres. 

Parágrafo Transitorio.- Mientras en el pasaporte se incorporan las 
modificaciones previstas en este artículo, se exigirá la presentación del 
Registro Civil de nacimiento de los menores. 

Ver el Código del Menor - Decreto 2737 de 1989 

Artículo  10º.- Modificado por el art. 7, Decreto Nacional 019 de 
2012,  Modificado por el art. 25, Ley 962 de 2005. Prohibición de 
declaraciones extrajuicio. En las actuaciones administrativas, suprímese 
como requisito las declaraciones extrajuicio para el reconocimeinto de un 
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derecho particular y concreto. Para estos efectos bastará la afirmación 
que haga el particular ante la entidad pública, la cual tendrá los mismos 
efectos y consecuencias de la declaración extrajuicio. 

Artículo 1lº.- Supresión de sellos. En el desarrollo de las actuaciones de 
la Administración Pública, intervengan o no los particulares, queda 
prohibido el uso de sellos, cualquiera sea la modalidad o técnica 
utilizada, en el otorgamiento o trámite de documentos, distintos de los 
títulos valores. 

La firma y la denominación del cargo serán información suficiente para la 
expedición del documento respectivo. 

Prohíbese a los funcionarios públicos el registro notarial de cualquier 
sello elaborado para el uso por la Administración Pública. 

Artículo  12º.- Firma mecánica. Los jefes de las entidades que integran 
la Administración Pública podrán hacer uso, bajo su responsabilidad, de 
la firma que procede de algún medio mecánico, tratándose de firmas 
masivas. En tal caso, previamente mediante acto administrativo de 
carácter general, deberá informar sobre el particular y sobre las 
características del medio mecánico. Ver la Resolución de la Secretaria de 
Transito y Transporte 3142 de 2001 

Artículo 13º.- Prohibición de exigir copias o fotocopias de documentos 
que se poseen. En todas las actuaciones públicas, quedan prohibidas las 
exigencias de copias o fotocopias de documentos que la entidad tenga 
en su poder, o a los que la entidad pública tenga facultad legal de 
acceder. 

Artículo 14º.- Modificado por el art. 11, Ley 962 de 2005. Prueba de 
requisitos previamente acreditados. No se podrá exigir el cumplimiento 
de un requisito cuando éste se debió acreditar por mandato legal o 
reglamentario, en un trámite o actuación anterior que ya se surtió. En tal 
caso, el servidor público tendrá por cumplido, para todos los efectos 
legales, el requisito que debió servir de fundamento a una actuación 
concluida. 

Artículo 15º.- Prohibición de paz y salvo internos. En las actuaciones 
administrativas queda prohibida la exigencia de cualquier tipo de paz y 
salvo interno. Ver el Concepto del Consejo de Justicia 0835 de 1997 
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Artículo  16º.- Modificado por el art. 14, Ley 962 de 2005. Solicitud 
oficiosa por parte de las entidades públicas. Cuando las entidades de la 
Administración Pública requieran comprobar la existencia de alguna 
circunstancia necesaria para la solución de un procedimiento o petición 
ciudadana, que obre en otra entidad pública, procederán a solicitar 
oficialmente a la entidad el envío de dicha información. 

Parágrafo.- Las entidades de la Administración Pública a las que se les 
solicite información, darán prioridad a la atención de dichas peticiones, 
las resolverán en un término no mayor de diez (10) días y deberán 
establecer sistemas telemáticos compatibles que permitan integrar y 
compartir la información. 

Artículo 17º.- Antecedentes judiciales o de policía, disciplinarios y 
profesionales. Cuando las entidades de la Administración Pública 
requieran la presentación de los antecedentes judiciales o de policía, 
disciplinarios o profesionales acerca de un ciudadano en particular 
deberán, previa autorización escrita del mismo, solicitarlos directamente 
a la entidad correspondiente. Para este efecto, el interesado deberá 
cancelar los derechos pertinentes si es del caso. 

Artículo  18º.- Modificado por el art. 23, Ley 962 de 2005. Prohibición de 
retener documentos de identidad. Ninguna autoridad de la Administración 
Pública podrá retener la tarjeta de identidad, la cédula de ciudadanía, la 
cédula de extranjería o el pasaporte, o la licencia de conducción de los 
administrados. Si se exige la identificación de una persona, ella cumplirá 
la obligación mediante la exhibición del citado documento. Queda 
prohibido retenerlos, para ingresar a cualquier dependencia pública o 
privada Ver la Sentencia de la Corte Constitucional C-521 de 1999 

Artículo 19º.- Modificado por el art. 19, Ley 962 de 2005. Supresión de 
las cuentas de cobro. Para el pago de las obligaciones contractuales 
contraídas por las entidades públicas, no se requerirá la presentación de 
cuentas de cobro por parte del prestatario del servicio. La orden de 
trabajo, el contrato o el documento en el cual conste la obligación, 
acompañado si es del caso, de la manifestación del recibo o 
cumplimiento a satisfacción suscrita por el funcionario competente de la 
entidad contratante, serán requisitos suficientes para el pago de la 
obligación contraída. 

Las órdenes de compra de elementos o las de prestación de servicios 
que se encuentren acompañados de la oferta o cotización presentada por 
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el oferente y aceptada por el funcionario competente, no requerirán la 
firma de aceptación proponente. 

Artículo 20º.- Expedición de duplicados de documentos de 
identidad. La solicitud de duplicados de documentos de identidad podrán 
hacerse por correo, siempre que se suscriban por el peticionario y se 
imponga su huella dactilar, sin perjuicio de la cancelación de derechos a 
que haya lugar. 

Artículo 21º.- Prohibición de los certificados de vigencia. Prohíbase la 
exigencia y expedición de certificados de vigencia de los documentos de 
identidad. 

Artículo 22º.- INEXEQUIBLE. Sentencia C 490 de 1996 y Sentencia C 
509 de 1996 Corte Constitucional 

Artículo 23º.- Formulario único. Cuando varias entidades requieran de 
los particulares informes de una misma naturaleza, podrán disponer el 
diligenciamiento de un formulario único. 

Nota: Se pretende facilitarle a la ciudadanía el suministro de determinada clase de información de 
la misma naturaleza. No tiene sentido que si se trata de llenar un formulario para solicitar cesantías 
definitivas o parciales algunas entidades exijan la aportación de una larga cadena de información y 
documentos, datos que deben insertarse dentro de formularios muy complicados, en tanto que 
otras se limitan a pedir lo esencial, porque la mayoría de las veces se trata de requisitos y 
exigencias que la propia entidad ha solicitado previamente, para otra clase de actuaciones. 

Si la información tan variada como la que se consigna en una nómina (nombres y apellidos, 
factores, porcentajes de prima técnica que varían de un caso a otro, cargos, niveles, grados, etc.), 
se elabora en formatos uniformes sin una nómina individual para cada empleado, ¿por qué razón 
no se hace lo mismo en otras situaciones, aún por varias entidades que requieren información de 
igual o similar naturaleza-. (Tomado de la publicación: "Un Año del Estatuto Antitrámites". 
Editado por la Presidencia de la República). 

Ver Fallo del Consejo de Estado 5436 de 1998 

Artículo 24º.- Formularlos oficiales. Los particulares podrán presentar la 
información solicitada por la Administración Pública en formularios 
oficiales, mediante cualquier documento que respete integralmente la 
estructura de los formatos definidos por la autoridad o mediante fotocopia 
del original. Ver el Decreto Nacional 2232 de 1995 

Nota: Esta norma busca, entre otras cosas, terminar con la confusión que se vivía cuando una 
determinada dependencia oficial exigía que los formularios en donde se consignaba información de 
cualquier naturaleza tenían que ser los originales, descartando la posibilidad de utilizar fotocopias 
de los mismos. 
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Los corruptos hacían su agosto: acaparaban esos formularios, cuya distribución era gratuita o de 
bajo costo, y después los negociaban, muchas veces a precios exorbitantes. 

Muchas entidades, afortunadamente, hicieron en el pasado, y lo siguen haciendo, algo que era y 
es loable: incluir dentro de los periódicos o revistas, como un inserto, esos formularios que la 
ciudadanía obtenía sin mayores dificultades. 

El artículo en comento va más allá. Los particulares pueden presentar la información que se les 
requiere, mediante cualquier documento. La única exigencia que se hace es que se respete de 
manera integral la estructura del formato, es decir, que no se suprima información, o que se 
consigne más de la solicitada. (Tomado de la publicación: "Un Año del Estatuto Antitrámites". 
Editado por la Presidencia de la República). 

Artículo 25º.- Modificado por el art. 10, Ley 962 de 2005. Utilización del 
correo para el envío de información. Las entidades de la Administración 
Pública deberán facilitar la recepción y envío de documentos o 
solicitudes y sus respectivas respuestas por medio de correo certificado. 
En ningún caso se podrán inadmitir las solicitudes o informes enviados 
por personas naturales o jurídicas que se hayan recepcionado por correo 
certificado a través de la Administración Postal Nacional, salvo que los 
códigos exijan su presentación personal. 

Para los efectos de vencimiento de términos, se entenderá que el 
peticionario presentó la solicitud o dio respuesta al requerimiento de la 
entidad pública en la fecha y hora en que la empresa de correo 
certificado expidió con fecha y hora, el respectivo recibo de envío. 

Igualmente, los peticionarios podrán solicitar el envío por correo de sus 
documentos o información requerida a la entidad pública. 

Parágrafo.- Para efectos del presente artículo, sé entenderá válido el 
envío por correo certificado, siempre y cuando la dirección del despacho 
público, esté correcta y claramente diligenciada. 

Nota: El correo certificado de frecuente utilización por los ciudadanos y las personas jurídicas, 
como medio de comunicación, adquiere especial importancia en el Decreto Nacional 2150 en la 
medida en que obliga a las entidades a que acudan a este mecanismo tanto para recibir como para 
enviar documentos, solicitudes y respuestas. Aunque la utilización del correo certificado implica un 
costo, de todas maneras es menor que el precio que tiene que pagar un ciudadano, en tiempo y en 
dinero para cumplir un trámite. 

Si un código se exige la presentación personal, este requisito sigue vigente, de conformidad con el 
artículo 150 del Decreto Nacional 2150 de 1995. 

Respecto del vencimiento de términos, se acaba con una antigua discusión: se entenderá que el 
peticionario presentó la solicitud o dio respuesta a un requerimiento en la fecha en que la empresa 
de correo oficial o privada) expidió, con fecha y hora, el respectivo recibo de envío. 
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Al interesado en obtener un documento o información no se le podrá exigir que concurra 
personalmente a reclamarla. Si se solicita que el envío se haga por correo, la entidad oficial esta 
en la obligación de hacerlo. (Tomado de la publicación: "Un año del Estatuto Antitrámites". 
Editado por la Presidencia de la República). 

Artículo 26º.- Utilización del sistema electrónicos de archivo y 
transmisión de datos. Las entidades de la Administración Pública 
deberán habilitar sistemas de transmisión electrónica de datos para que 
los usuarios envíen o reciban información requerida en sus actuaciones 
frente a la administración. 

En ningún caso las entidades públicas podrán limitar el uso de 
tecnologías para el archivo documental por parte de los particulares, sin 
perjuicio de los estándares tecnológicos que las entidades públicas 
adopten para el cumplimiento de algunas de las obligaciones legales a 
cargo de los particulares. 

Nota: La transmisión manual de datos, tanto para enviar como recibir, cada día pierde mayor 
vigencia. 

Los sistemas de transmisión electrónica de datos se impone cada día mas y su frecuente 
utilización empieza a masificarse. 

Esta norma en el fondo no hace nada distinto a obligar a las entidades de la Administración Pública 
que se modernicen. Es necesario acabar con el estado de hipoconexión existentes entre 
instituciones pública, o entre estas y la empresa privada, o entre todas y el ciudadano común, para 
dar paso a una hiperconesión que facilite la retroalimentación constante de datos, de solicitudes y 
peticiones. Es necesario que la Administración Pública se adecue a las necesidades del siglo XXI. 

Ninguna entidad podrá limitar el uso de tecnología para el archivo documental por parte de los 
particulares, a menos que se trate de estándares tecnológicos ya adoptados. Aunque, a decir 
verdad, todos sabemos que el más avanzado diseño tecnológico puede, en muy poco tiempo 
tornarse en algo absoleto. (Tomado de la publicación: "Un año del Estatuto Antitrámites". 
Editado por la Presidencia de la República). 

Artículo 27º.- Avalúo de bienes inmuebles. Los avalúos de bienes 
inmuebles que deban realizar las entidades públicas o que se realicen en 
actuaciones administrativas, podrán ser adelantados por el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi o por cualquier persona natural o jurídica de 
carácter privado, que se encuentre registrada y autorizada por la Lonja 
de Propiedad Raíz del lugar donde esté ubicado el bien para adelantar 
dichos avalúos. Ver el Decreto Nacional 1420 de 1998 

Parágrafo.- Si la entidad pública escoge la opción privada, 
corresponderá a la Lonja determinar, en cada caso, la persona natural o 
jurídica que adelante el avalúo de bienes inmuebles. Ver el Decreto 
Nacional 1420 de 1998 
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Artículo 28º.- Posesión de particulares ante organismos de control. El 
acto de posesión de directores, administradores, representantes legales 
y revisores fiscales de las entidades vigiladas por el Estado, no requerirá 
la presentación personal ante la entidad pública correspondiente. 

La posesión se entenderá surtida con la autorización que imparta el 
funcionario competente, una vez solicitada por el interesado. Con el 
mismo acto se entiende cumplido el juramento requerido por la ley. 

Nota: La posesión de determinados funcionarios ante organismos de control no 
requiere de la presentación personal ante la entidad pública correspondiente. 

Se exigían, a veces, desplazamientos innecesarios y costosos, para cumplir con 
una presentación personal que a veces se frustraba para el interesado porque el 
jefe de la entidad o no estaba, o no lo atendía, etc. 

La posesión se entiende realizada con la autorización del competente en un acto 
que incluye cumplido el juramento de rigor. 

Este artículo fue demandado por inconstitucional, pero la Corte Constitucional, 
mediante Sentencia No. C 509/96 de octubre 8 de 1996 resolvió inhibirse en 
relación con la constitucionalidad del artículo 28 del Decreto Nacional 2150 de 
1995, por ineptitud sustantiva de la demanda. (Tomado de la publicación: "Un 
Año del Estatuto Antitrámites". Editado por la Presidencia de la República). 

Artículo  29º.- Expedición de actos y comunicaciones de las entidades 
públicas. Todos los actos administrativos a través de los cuales se 
exprese la Administración Pública por escrito, deberán adelantarse en 
original y un máximo de dos copias. Una de éstas deberá ser enviada 
para su conservación y consulta al archivo central de la entidad. Ver el 
Concepto del Archivo General de la Nación 500636 de 2005 

Nota: Se buscó que las entidades públicas saquen las copias estrictamente necesarias de los 
actos administrativos, y así como deben conservar una en su archivo central, deberán entregar otra 
copia a la parte interesada o afectada con el mismo, de conformidad con lo previsto en el Código 
Contencioso Administrativo. (Tomado de la publicación: "Un Año del Estatuto Antitrámites". 
Editado por la Presidencia de la República). 

Artículo 30º.- Liquidación de contribuciones de servicios a cargo del 
Estado. La liquidación de las tasas retribuidas por la inspección, 
vigilancia y control que cumplen las entidades públicas no requerirá la 
expedición de resolución alguna y se efectuará a través de sistemas de 
facturación. 
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Artículo 31 .- Supresión de la firma de los secretarios generales. Ningún 
acto administrativo cuya competencia esté atribuida a ministro, director, 
superintendente, presidente, gerente, subdirectores de áreas técnicas y 
en general a algún funcionario del nivel directivo o ejecutivo, requerirá, 
para su expedición la firma del Secretario General de la entidad. 

Todos los actos de funcionario público competente se presumen 
auténticos. 

Nota: No existe duda alguna en el sentido de que la enumeración de 
funcionarios que trate este artículo es de carácter meramente enunciativa 
y no taxativa, y de ello se desprende, particularmente del texto mismo de 
la norma, cuando reza: "...y en general a algún funcionario del nivel 
directivo o ejecutivo". 

En consecuencia, no se requerirá, para la expedición de actos 
administrativos, de la firma de los secretarios generales de las entidades 
cuando la competencia esté atribuida a ministros, directores, 
superintendentes, presidentes, gerentes, subdirectores de áreas técnicas 
o cuando se trate, como claramente se lee en la norma en comento, de 
funcionarios de nivel directivo o ejecutivo, de donde se deduce que todos 
los funcionarios con nivel directivo o ejecutivo, cuya naturaleza está 
determinada en la estructura misma de las organizaciones y en sus 
propias plantas de personal, podrán legalmente expedir actos 
administrativos de su competencia sin que para tal menester requerirán 
de la firma del Secretario General de la Entidad (Tomado de la 
publicación: "Un año del Estatuto Antitrámites". Editado por la 
Presidencia de la República). 

Artículo 32º.- Ventanillas únicas. Para la recepción de documentos, 
solicitudes y atender requerimientos, los despachos públicos deberán 
disponer de oficinas o ventanillas únicas en donde se realice la totalidad 
de la actuación administrativa que implique la presencia del peticionario. 

Nota: Con las oficinas o ventanillas únicas se pretende que las entidades estatales en ese sólo 
sitio se le facilite a los particulares la recepción de documentos, los cuales deben ser debidamente 
radicados en la dependencia de correspondencia, las solicitudes y atención de sus requerimientos 
con el fin de agotar toda la actuación administrativa, y no poner al peticionario dar vueltas de un 
sitio a otro dentro de la misma entidad o lo que es peor, fuera de ella. (Tomado de la publicación: 
"Un Año del Estatuto Antitrámites". Editado por la Presidencia de la República). 

Artículo 33º.- Prohibición de presentaciones personales. Prohíbese la 
exigencia de la presentación personal en las actuaciones frente a la 



Administración Pública, salvo aquéllas exigidas taxativamente en los 
códigos. 

Nota: La presentación personal para cumplir actuaciones ante la administración pública queda 
limitada a los casos que en forma taxativa se exige en los códigos. 

Por ejemplo, los artículos 84, 107 y 345 del Código de Procedimiento Civil exigen la presentación 
personal del interesado o peticionario. Estas normas, como otras previstas en distintos Códigos, 
siguen vigentes. 

Ahora bien: existen casos de recopilaciones de normas que el común de las gentes califica de 
"códigos" pero que, en realidad, no lo son. Es el caso del llamado "Código Nacional de Tránsito 
Terrestre", o el "Código de Notariado y Registro", o el "Código del Inquilino". 

En cambio, sí lo son el Código de Procedimiento Civil, el de Procedimiento Penal, el Contencioso 
Administrativo, el de Régimen Municipal y Departamental, el de Comercio, el Código Disciplinario 
Único y otros que no fueron modificados, en ningún sentido, por el Decreto Nacional 2150 de 1995. 

Repetimos: de acuerdo con el artículo 83 de la Ley 190 de 1995, que permitió la expedición del 
Decreto Nacional 2150/95, el Presidente de la República no podía modificar códigos, ni leyes 

estatutarias ni orgánicas. (Tomado de la publicación: "Un Año del Estatuto 
Antitrámites". Editado por la Presidencia de la República). 

Artículo  34 Modificado por el art. 10, Decreto Nacional 019 de 
2012, Modificado por el art. 12, Ley 962 de 2005. Prohibición de 
exigencia de pagos anteriores. En relación con los pagos que deben 
efectuarse frente a la Administración Pública, prohíbese la exigencia del 
comprobante de pagos hechos con anterioridad, como condición para 
aceptar un nuevo pago. 

Nota: Ocurría con frecuencia que cuando un ciudadano iba a efectuar un pago en cualquier 
entidad oficial, se le exigía, como requisito para aceptarlo, que exhibiera o aportara un 
comprobante en donde se acreditara que con anterioridad ya había realizado otros pagos. 

Esto no tenía ninguna lógica. Es verdad que en la mayoría de los casos, quien se acerca a una 
entidad a cancelar una obligación, paga la totalidad de la misma, en especial cuando desea 
realizar una operación, como, por ejemplo, hacer el traspaso de un vehículo. 

Pero no siempre sucedía esto. Era posible que el ciudadano estaba efectivamente a paz y salvo 
con la entidad pero en el momento de llegar a la ventanilla no portar los comprobantes de pagos 
anteriores. Como la entidad no le aceptaba ese pago el ciudadano incurría en mora con los 
consiguientes perjuicios que se le ocasionaban. (Tomado de la publicación: "Un Año del 
Estatuto Antitrámites". Editado por la Presidencia de la República". 

Artículo 35º.- Pagos al tesorero público. Todos los pagos que deban 
efectuarse al tesorero público podrán hacerse en bancos o corporaciones 
de ahorro y vivienda. 
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Para tal efecto, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público dispondrá la 
apertura de las cuentas pertinentes. 

Nota: Todos los pagos al Tesoro Público, sea Nacional, departamental, distrital o municipal, podrán 
hacerse en bancos o corporaciones de ahorro y vivienda. Esto significa que, además de las 
ventanillas que habilite una entidad para recibir pagos, el ciudadano puede efectuarlos en otros 
lugares, en los horarios que prefiera y en los sitios que escoja. 

Hay entidades que han adoptado mecanismos que facilitan a los ciudadanos el pago de sus 
obligaciones, los cuales pueden realizar, incluso, en almacenes y supermercados, de día, noche, 
festivos, sábados y domingos. (Tomado de la publicación: "Un Año del Estatuto Antitrámites". 
Editado por la Presidencia de la República). 

Artículo 36º.- Decisión sobre vacaciones colectivas. Para conceder 
vacaciones colectivas bastará la autorización de los Ministros, Directores 
de departamentos administrativos, superintendentes, Directores de 
Establecimientos Públicos, gerentes de empresas industriales y 
comerciales y los Jefes de Unidades Administrativas Especiales. 

Nota: Cada día es mayor el número de entidades que decretan vacaciones colectivas para todo su 
personal, normalmente en las últimas semanas de diciembre y primeras de enero, tomando, 
incluso, previsiones reglamentarias respecto de aquellos que todavía no tienen derecho a su 
disfrute. 

Esta norma facilita la toma de decisiones. (Tomado de la publicación: "Un Año del Estatuto 
Antitrámites". Editado por la Presidencia de la República). 

Artículo  37º.- De la delegación para contratar. Los jefes y los 
representantes legales de las entidades estatales podrán delegar total o 
parcialmente la competencia para la realización de licitaciones o 
concursos o para la celebración de contratos, sin consideración a la 
naturaleza o cuantía de los mismos, en los servidores públicos que 
desempeñen cargos del nivel directivo o ejecutivo o en sus equivalentes. 

Nota: Esta disposición subrogó el artículo 12 de la Ley 80, así como el Decreto 1985 de 1995 y el 
artículo 14 del Decreto 679 de 1994. (Tomado de la publicación: "Un Año del Estatuto 
Antitrámites". Editado por la Presidencia de la República). 

Artículo 38º.- Corregido por el Decreto Nacional 62 de 1996. "Menor 
cuantía para la contratación. Para efectos de la contratación pública se 
entenderá por menor cuantía los valores que a continuación se 
relacionan, determinados en función de los presupuestos anuales de las 
entidades públicas, expresados en salarios mínimos legales mensuales". 

(Modificado). Para las entidades que tengan un presupuesto anual 
superior o igual a 1.200.000 salarios mínimos legales mensuales, la 
menor cuantía será 1.000 salarios mínimos legales mensuales; las que 
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tengan un presupuesto anual superior o igual a 1.000.000 e inferior a 
1.200.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será 
hasta 800 salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un 
presupuesto anual superior o igual a 500.000 e inferior a 1.000.000 de 
salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 600 
salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto 
anual superior o igual a 250.000 e inferior a 500.000 salarios mínimos 
legales mensuales, la menor cuantía será hasta 400 salarios mínimos 
legales mensuales, las que tengan un presupuesto anual superior o igual 
a 120.000 e inferior a 250.000 salarios mínimos legales mensuales, la 
menor cuantía será hasta 300 salarios mínimos legales mensuales; las 
que tengan un presupuesto anual superior o igual a 50.000 e inferior a 
120.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será 
hasta 250 salarios mínimos legales mensuales; las que tengan un 
presupuesto anual inferior a 50.000 salarios mínimos legales mensuales, 
la menor cuantía será de 125 salarios legales mensuales. 

NOTA: Las cuantías que se indican en el presente inciso fueron corregidos mediante el 
Decreto 62/96. 

Nota: Esta disposición, modificó el literal a) numeral 1° del artículo 24 de la Ley 80, Estatuto 
General de Contratación Pública, la cual fue corregida por el Gobierno Nacional mediante el 
Decreto No. 62 de 1996 el cual expresa: 

Artículo Primero. Corrígese el artículo 38 del Decreto Nacional 2150 del 5 de diciembre de 1995, 
en el sentido de que su tenor literal únicamente modificó la menor cuantía para los efectos de la 
contratación pública de las entidades públicas cuyos presupuestos anuales sean inferiores a 
12.000 salarios mínimos legales mensuales. En tal virtud, el artículo corregido es del siguiente 
tenor: 

Artículo 38º.- Menor cuantía para la contratación. Para efectos de la contratación pública se 
entenderá por menor cuantía los valores que a continuación se relacionan, determinados en 
función de los presupuestos anuales de las entidades públicas, expresados en salarios mínimos 
legales mensuales. 

"Para las entidades que tengan un presupuesto anual superior o igual a 1.200.000 salarios 
mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 1.000 salarios mínimos legales 
mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 1.000.000 e inferior a 
1.200.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será basta 800 salarios mínimos 
legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 500.000 e inferior a 
1.000.000 de salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 600 salarios 
mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 250.000 e 
inferior a 500.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 400 salarios 
mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 120.000 e 
inferior a 250.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 300 salarios 
mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 12.000 e 
inferior a 120.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 250 salarios 
mínimos legales mensuales; las que tengan un presupuesto anual inferior a 12.000 salarios 



mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 125 salarios mínimos legales 
mensuales". 

MEN0R CUANTÍA PARA CONTRATACIÓN DIRECTA 

(Artículo 24, Ley 80, modificado artículo 38 Decreto Nacional 2150 1995 y corregido por el Decreto 
62 1996) 

 


